
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS DE PETICIÓN Y DEBIDO PROCESO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPLICA PARA EL ACCIONANTE SOLICITARLE A LA AUTORIDAD ACCIONADA LO QUE PRETENDE, ANTES DE INTERPONER LA ACCIÓN DE TUTELA.
… para esta Magistratura, el presupuesto que se incumple es el de la subsidiaridad, comoquiera que el señor García Puerta, antes de acudir a este especial medio, omitió elevar alguna petición ante las autoridades convocadas, para que procedieran como pretende.

Clara es la improcedencia entonces, porque para obtener lo que pretende, eligió anticipadamente acudir a esta acción de tutela sin tener en cuenta el carácter residual y subsidiario que la reviste, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”.

Y es que solo a partir de las gestiones que en tal sentido se adelanten ante el Director del EPMSCPEI  y las demás autoridades cuya gestión reclama, y acorde con lo que suceda en torno a ellas, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por esta vía. 

No sobra señalar que las circunstancias que rodean este caso impiden inferir la ocurrencia de un perjuicio irremediable que haga necesaria la inminente intervención del juez constitucional, porque, al margen de que el modelo utilizado esté o no a tono con las exigencias del demandante, lo cierto es que existe, está implementado y le ha permitido, por ejemplo, presentar esta acción de tutela e impugnar su sentencia.
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Decide la Sala, en segunda instancia, la acción de tutela interpuesta por Johan Stiven García Puerta contra el Director del  Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira (en adelante EPMSCPEI), los Directores Generales del INPEC y la USPEC, la Defensora del Pueblo de Risaralda y la Personera de Pereira. 
ANTECEDENTES
  



Con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales de petición, igualdad, debido proceso, contradicción y comunicación, Johan Stiven García Puerta accionó a las autoridades arriba referidas, con fundamento en hechos que relató en la demanda cuya síntesis es la siguiente:





Hasta hace poco, la Población Privada de la Libertad (en adelante PPL) recluida en el EPMSCPEI, contaba con algunos servicios que ofrecía la Oficina de Derechos Humanos, entre ellos el envío de cartas para las internas de la cárcel la Badea, para trámites financieros y solicitar redenciones, también para la recolección de cartas nacionales, formular apelaciones frente a decisiones de los jueces de ejecución de penas, para quejas y reclamos entre otros. 




Sin embargo, comenta, hace una semana que acudió a la oficina y se encontró con que la oficina ya no tenía esas funciones y que iba a ser cerrada, con lo cual se debilita el comité de derechos humanos y se contraría lo preceptuado en el artículo 143 del Código Penitenciario.





Explicó que ahora, la entrega de cartas y demás gestiones se le asignó a los guardianes de patio, pese a que según el artículo 44 del mismo estatuto solo tienen funciones de custodia y vigilancia; concretamente hizo saber que antes podían realizar trámites y gestiones a diario, pero hoy, una funcionaria llamada Jésica solo pasa los días miércoles recogiendo los documentos.  





Por otra parte menciona que carecen de defensa jurídica pues no cuentan con defensores públicos, y ahora tampoco con la oficina de derechos humanos que les ayudaba a canalizar sus gestiones en ese aspecto; a lo cual se suma que ni la Defensoría del Pueblo ni la Personería Municipal, hacen nada al respecto. 




Por lo anterior solicitó que se le ordene al Director del EPMSCPEI fortalecer la Oficina de Derechos Humanos, adelantar las gestiones del caso ante los defensores públicos para que les ayuden con su defensa jurídica, diseñar un sistema de recaudo de documentación de forma continua todos los días y otro para el envío de correspondencia para la cárcel de La Badea y otras entidades nacionales donde se le dé prioridad de envío a las apelaciones o documentos con vencimiento de términos. 




El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de 2 días a todas las autoridades mencionadas por el actor (f. 5, c. 1).




La Personera de Pereira señaló que la delegada para los Derechos Humanos, Penitenciarios y de Vigilancia Judicial, recibe y tramita permanentemente solicitudes allegadas por la PPL solicitando su intervención, sin embargo a la fecha no han recibido ninguna solicitud o queja que ataña al indebido funcionamiento de la Oficina de Derechos Humanos del EPMSCPEI, sobre la cual destacó, que está a cargo de ese centro de reclusión y según ha verificado cuenta con la atención de un dragoneante con funciones de Derechos Humanos; y que además dentro del régimen del INPEC, no está contemplado que la oficina de derechos humanos esté a cargo de la PPL, sino que debe ser atendida por el dragoneante de la Institución designado a dicha labor. Solicitó su desvinculación en atención a que esa cartera ha venido adelantando con normalidad sus funciones en el EPMSCPEI, sin que hubiera recibido ninguna queja en relación con el funcionamiento de la Oficina de Derechos Humanos (f. 13, c. 1).




El Director del EPMSCPEI explicó que: “Para el día 27/05/2019 este Establecimiento Carcelario recibió la visita de la Dra. ALEJANDRA RESTREPO Coordinadora Nacional de la Declaración Universal de los Derechos Humanos del Instituto Nacional Penitenciario Y Carcelario (INPEC), quien manifiesta que la función de recepción de comunicaciones escritas corresponde al personal de servidores y no a los Privados de la Libertad que pertenecen a la oficina de derechos humanos, es por ello que a partir del día 06/06/2019 se ordenó que la Dragoneante YESICA PULGARIN asumiera la responsabilidad de la recepción de los documentos del Personal Privado de la Libertad de todos los patios del establecimiento en el trascurso de la semana por medio de planillas para evitar la pérdida o extravió de los mismos” y en relación con el derecho de defensa de la PPL que “son ellos los que eligen contractualmente al profesional del derecho que va a ejercer su defensa o en su defecto deben solicitar a entidades legalmente constituidas para ello (tal es el caso de la Defensoría del Pueblo), para la asignación de un abogado que ejerza tal función sin el cobro de honorarios”. 




Hizo saber que en la actualidad se tramita otra acción de tutela con radicado 2019-305, en la que varios privados de la libertad del Patio No. 2, manifiestan que la correspondencia de la PPL debe ser recogida por funcionarios del establecimiento. En consecuencia pidió negar el resguardo comoquiera que se han tomado medidas de seguridad para evitar algún tipo de comisión de delitos o cobros injustificados e ilegales por el trámite de recepción o entrega de documentación perteneciente a la PPL (f. 33, c. 1).




El Director General del INPEC, explicó que la encargada de resolver el requerimiento del accionante es la EPMSCPEI; en tal virtud y toda vez que no está vulnerando ningún derecho fundamental, solicitó su desvinculación (f. 34, c. 1).




La Jefe de la Oficina Jurídica de la USPEC adujo que carece de competencia frente a las pretensiones del accionante; por ello solicitó su desvinculación (f. 37, c. 1).    




La Defensora del Pueblo de Risaralda manifestó que la demanda es improcedente en lo que a esa cartera respecta habida cuenta de que el accionante no le ha elevado ninguna solicitud. En ese sentido pidió declarar improcedente la acción de tutela (f. 40, c. 1).




Sobrevino la sentencia de primera instancia, que negó el resguardo porque: “no se atisba vulneración o amenaza alguna que se cierna sobre los derechos fundamentales del interno Johan Stiven García Puerta con la forma en que se ha previsto el manejo de recepción y envío de correspondencia de las personas privadas de la libertad en el EPMSC de Pereira por parte del INPEC; así como tampoco se probó que le hubiere sido lesionado o amenazado su derecho de contradicción y defensa por la presunta ausencia de defensa o asesoría jurídica; tampoco se atisba la existencia de petición que haya hecho el interesado ante alguna de las autoridades demandadas con ocasión de las inconformidades que ahora plasma en el manuscrito de acción de tutela” (f. 49, c. 1).




Impugnó el demandante, que insistió en que la funcionaria que quedó a cargo de la correspondencia, si bien visita los patios, no lo hace de forma continua o diariamente, lo cual implica que si un documento tiene términos de vencimiento, no podrá ser enviado con la urgencia requerida. Puso de presente, además, otras problemáticas que aquejan a la PPL del EPMSCPEI, como por ejemplo, falencias en el servicio de salud y reiteró sus denuncias con respecto a la deficiencia en la prestación del servicio de asesoría y representación jurídica por parte de la Defensoría del Pueblo y el EPMSCPEI. Reprochó que en primera instancia se hubiera omitido decretar pruebas para resolver el caso y pidió que en esta sede se hiciera y que se concedieran las pretensiones (f. 68, c. 1).
CONSIDERACIONES





Una cuestión previa debe zanjarse antes de abordar el estudio de la problemática, y es que si bien la impugnación arribó al Juzgado el 3 de julio del 2019 (f. 70), es decir un día después de que la sentencia de primera instancia hubiera quedado ejecutoriada, lo cierto es que el actor radicó el recurso ante la oficina jurídica de la EPMSCPEI el día 28 de junio del año que avanza (f. 68, c. 1), es decir, cuando transcurría el segundo día de ejecutoria del fallo; lo cual pone en evidencia que exhibió oportunamente su intención de impugnar el fallo, con lo que es impertinente pasar por alto su condición de privado de la libertad, que coarta la posibilidad de acudir por sí mismo ante la judicatura. Circunstancias análogas han sido avaladas por esta Magistratura en anteriores ocasiones
-
 con soporte en jurisprudencia de la Sala d Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, cuya parte pertinente se extracta:




“… no puede pasar desapercibido que el libelista siempre mostró su deseo de controvertir la providencia desestimatoria de hábeas corpus, recuérdese que fue notificado el día viernes 11 de octubre de 2013, y los tres días siguientes calendario para impugnar esto es, sábado (12), domingo (13) y lunes festivo (14) coinciden con la no prestación de servicio tanto en la Oficina Jurídica del centro reclusorio como en el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Florencia, lo cual generaba una doble dificultad insuperable para el actor, razón por la que su visto bueno denominado “pase jurídico” de salida del escrito impugnatorio sólo lo recibió hasta 15 de octubre, día laborable, radicándose por fuera de los días estipulados para concretar la alzada, lo cual se debió a una fuerza mayor como se explicó anteriormente, circunstancia que no puede ser trasladada al administrado en justicia.”





Ahora bien, como viene de verse, acude ante el juez constitucional Johan Stiven García Puerta con el propósito de que se le protejan los derechos fundamentales que invocó, vulnerados, afirma, por las autoridades convocadas, habida cuenta de que no le proporcionan una metodología idónea para la recepción y envío de correspondencia desde el EPMSCPEI, donde está recluido.

  



Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 
   



Sin embargo, su promoción tiene que estar precedida, primero, de legitimación, y segundo, de los requisitos de procedibilidad que, en general, la jurisprudencia constitucional ha señalado que son la subsidiariedad y la inmediatez. 

   



La legitimación por activa del accionante es clara porque es él quien acude en causa propia al juez de tutela como titular de los derechos que reclama, de ahí que el análisis debe centrase exclusivamente en los presuntos agravios que le causan las medidas administrativas que se han tomado en la EPMSCPEI. Cuestión distinta sucede con la legitimación de los demás integrantes de la PPL, de quienes se dijo, también resultan perjudicados con las directrices que aquí se reprochan, y esto porque es inexistente una autorización expresa de esas personas para ser representadas en este trámite y, como si fuera poco, ni siquiera fueron individualizadas.




En lo que respecta con la legitimación en la causa por pasiva se cumple, sin duda, en relación con el Director del EPMSCPEI, comoquiera que es la primera autoridad llamada a coordinar asuntos internos del centro de reclusión, tales como la gestión documental y correspondencia, (Num. 4º y 13, Art. 30, Dec. 4151 del 2011); empero también se cumple en relación con los Directores del INPEC y la USPEC, porque aunque no son quienes deben atender de primera mano las exigencias de esta demanda, si están atados a ella, en el entendido de que actúan como vigilante y coordinador de sus regionales en el caso del primero (Num. 1º y 11, Art. 8, Dec. 4151 del 2011) y como apoyo logístico, administrativo y financiero del sistema carcelario y penitenciario en el caso del segundo (Art. 5, Dec. 4150 del 2011). También están legitimadas, por su misión constitucional y legal, ligada a la defensa de los derechos humanos, la Defensora del Pueblo de Risaralda y la Personera Municipal de Pereira. 




Por otra parte, se supera la inmediatez, puesto que el principal hecho transgresor que se mencionó en la demanda, es decir, el cierre de la Oficina de Derechos Humanos, ocurrió solo una semana antes de la presentación de esta acción de tutela.
Sin embargo, para esta Magistratura, el presupuesto que se incumple es el de la subsidiaridad, comoquiera que el señor García Puerta, antes de acudir a este especial medio, omitió elevar alguna petición ante las autoridades convocadas, para que procedieran como pretende.
Clara es la improcedencia entonces, porque para obtener lo que pretende, eligió anticipadamente acudir a esta acción de tutela sin tener en cuenta el carácter residual y subsidiario que la reviste, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”.





Y es que solo a partir de las gestiones que en tal sentido se adelanten ante el Director del EPMSCPEI  y las demás autoridades cuya gestión reclama, y acorde con lo que suceda en torno a ellas, es que podría analizarse si existe alguna irregularidad susceptible de remediar por esta vía. 

No sobra señalar que las circunstancias que rodean este caso impiden inferir la ocurrencia de un perjuicio irremediable que haga necesaria la inminente intervención del juez constitucional, porque, al margen de que el modelo utilizado esté o no a tono con las exigencias del demandante, lo cierto es que existe, está implementado y le ha permitido, por ejemplo, presentar esta acción de tutela e impugnar su sentencia.  
Ahora bien en lo que respecta a las quejas sobre las falencias en la asesoría y representación jurídica que ofrecen la Personería y la Defensoría, baste decir, como se explicó en primera instancia, caen en la absoluta imprecisión, ningún caso particular se expuso que le permita a la Colegiatura, previa verificación de la conculcación a un derecho fundamental, impartir alguna orden para su desagravio.

Y no es que se desconozcan las problemáticas que enfrenta en general toda la comunidad que hace parte del EPMSCPEI, que además son de conocimiento público; sucede más bien que son quejas etéreas sobre las cuales es imposible estructurar una decisión concreta en el trámite de una acción de tutela. 

No obstante, al margen de esa situación, se declarará también la improcedencia de la pretensión orientada contra las autoridades que conforman el Ministerio Público, porque tampoco se acreditó que se les hubiera dirigido alguna petición para que solucionaran lo que por esta senda pretende ser zanjado. 

Por lo expuesto, sin que sean necesarias adicionales elucubraciones, la Sala modificará la sentencia impugnada que negó la acción de tutela, para en su lugar, como se anunció, declararla improcedente, habida cuenta de que no supera el umbral de la subsidiaridad.  

DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA la sentencia dictada el 25 de junio del año 2019, por el  Juzgado Segundo de Familia de Pereira, en esta acción de tutela que enfrenta a Johan Stiven García Puerta contra del Director del  Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, los Directores Generales del INPEC y el USPEC, la Defensora del Pueblo de Risaralda y la Personera de Pereira. 

En su lugar, se declara IMPROCEDENTE. 
       



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese.

Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
       Aclaración de voto
� TSP, SCF. Auto del 23 de agosto del 2017, Rad. 66001-31-03-005-2017-00081-01, M.P. Claudia María Arcila Ríos. 


� TSP, SCF. Sent. 5 de julio del 2019, Rad 66001-31-03-002-2019-00099-01. M.P. Edder Jimmy Sánchez Calambás. 


� Sentencia del 27 de noviembre 2013, MP. Dr. Gustavo Enrique Malo Fernández
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